INFORME DE LA COMISION DE VIVIENDA Y URBANISMO recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el decreto con fuerza de ley Nº 458, de 1975, Ley General de Urbanismo y Construcciones, con el objeto de establecer la obligación de revisar el proyecto de cálculo estructural.

BOLETIN Nº 2.470-14

____________________________________





HONORABLE SENADO:



				Vuestra Comisión de Vivienda y Urbanismo tiene el honor de informaros el proyecto de ley en referencia, que se encuentra en segundo trámite constitucional en esta Corporación.



				A una de las sesiones en que vuestra Comisión debatió este asunto, asistió el H. Diputado señor Patricio Hales.



				Concurrieron, especialmente invitados, el Ministro de Vivienda y Urbanismo, señor Jaime Ravinet; los asesores de esta Secretaría de Estado, señoras Jeannette Tapia y Vera Espinoza y señor Jaime Silva, y los Jefes de División de la misma, señora Mirna Jugovic y señor Héctor López.



				Participaron también, el Director Ejecutivo del Instituto de la Construcción, señor José Pedro Campos; el Presidente de la Asociación Chilena de Ingenieros Civiles Estructurales, señor Rodrigo Mujica; el Presidente de la Asociación Chilena de Sismología e Ingeniería Antisísmica, señor Marcial Baeza; el Director de la Oficina Nacional de Emergencia, señor Alberto Maturana, y el Director del Servicio Hidrográfico y Oceanográfico de la Armada de Chile, Capitán de Navío señor Rafael Mac-Kay.



				Asistieron, asimismo, el Presidente de la Comisión de Vivienda del Colegio de Ingenieros de Chile, señor Sergio Henríquez; el Secretario de dicha Comisión, señor Dante Bacigalupo, y los representantes de la aludida entidad, señores Leopoldo Balada y Hugo Saucedo.



				Por último, estuvieron presentes el Presidente de la Comisión de Tecnología e Innovación de la Cámara Chilena de la Construcción, señor Fernando Yáñez, y el Jefe de la División de Estructuras y Construcciones de la Facultad de Ciencias Físicas y Matemáticas de la Universidad de Chile, señor Rodolfo Saragoni.



				Cabe hacer presente que, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, por tratarse de una iniciativa de artículo único, ella fue discutida en general y en particular a la vez por vuestra Comisión.



				Sin embargo, al concluir la discusión particular, el proyecto –que, como se ha señalado era de artículo único- quedó conformado por una disposición permanente y otra transitoria.



				Lo anterior se debió a que se estimó necesario precisar que el artículo transitorio contenido en el número 3 del artículo único del proyecto de la H. Cámara de Diputados no es, propiamente, una disposición transitoria de la Ley General de Urbanismo y Construcciones como allí se señala, sino que lo es de esta iniciativa.



				Vuestra Comisión os recomienda aprobar esta iniciativa de ley en general y en particular.





ANTECEDENTES



La moción



				Los autores de la iniciativa, HH. Diputados señora Caraball y señores Encina; García, don René; Hales; Jiménez; Letelier, don Felipe; Montes; Pareto; Tuma y Urrutia, señalan que es de primordial importancia asegurar la calidad de los proyectos de estabilidad estructural, sobretodo cuando en el mundo entero se ha ido avanzando en materia de controles que garanticen, por medio de la revisión de los proyectos estructurales, la mejor calidad de los mismos y, como consecuencia, adecuadas condiciones de asismicidad.



	Expresan que es indiscutible la incidencia de los eventos sísmicos en el mejoramiento de la calidad de la construcción y en la necesidad de establecer un sistema de control, revisión y fiscalización de los proyectos de cálculo estructural. Agregan que la ocurrencia de sucesivos terremotos ha permitido la acumulación de conocimientos en materia de ingeniería estructural, de ejecución de las obras y de sistemas de construcción.



	Destacan que el prestigio internacional de los profesionales chilenos que ejercen la ingeniería estructural, así como la calidad de la construcción de las empresas constructoras chilenas y la competencia en el oficio por parte de los obreros del rubro, se reflejan en la confianza  que se tiene respecto de la asismicidad de las edificaciones en nuestro país. Añaden que una de las bases de este prestigio la constituye el mejoramiento que se ha ido introduciendo a través del tiempo y la mantención del rigor en la calidad de los proyectos de ingeniería estructural a partir de los cuales se ejecutan las obras.



	Mencionan que son especialmente importantes los factores de riesgo que hacen necesario un sistema de control de los proyectos de estructuras, con el objeto de evitar el progresivo deterioro de la calidad de la construcción.



	Recuerdan que, a partir de 1980, se eliminó la revisión de estos proyectos, debido a que se entendió que bastaba con la regulación del propio mercado y que la materia podía ser entregada al arbitrio de los prestigiados calculistas chilenos.



	Sostienen que la Ordenanza General de Construcciones y Urbanización contemplaba la figura del ingeniero municipal encargado de la revisión de los proyectos de cálculo estructural para las comunas que concentraban la mayor cantidad de edificaciones en altura, procedimiento que adquirió una relevancia tal que llevó a que las revisiones de los proyectos de estabilidad estructural se ampliaran, en los hechos, a todo tipo de construcciones, aun cuando dicha Ordenanza no lo exigiera.



	Ponen de manifiesto la necesidad de considerar que la arquitectura es cada vez más audaz y requiere de proyectos más sofisticados, existiendo, sin embargo, falta de especialización en la enseñanza universitaria de la ingeniería estructural, lo que ha sido advertido por la Asociación de Ingenieros Civiles Estructurales.



	Se refieren también al factor de riesgo derivado de la amplia utilización de soluciones estructurales de marco rígido que, por razones de tipo técnico, exigen una alta rigurosidad en la definición del cálculo, además del creciente acceso a programas computacionales creados para resolver, en forma automática, el diseño de las estructuras, previa simulación de las condiciones sísmicas, lo que hace aún más necesaria la revisión profesional de los proyectos.



	Expresan que los referidos factores de riesgo han aumentado en los últimos veinte años, coincidiendo con el término de la obligación de someter los proyectos a revisión.



	Por estas consideraciones, proponen un sistema de revisión similar al que actualmente contempla la Ley General de Urbanismo y Construcciones en su artículo 116 Bis en relación con los revisores independientes. De acuerdo a este sistema, el interesado deberá aportar, junto con los antecedentes necesarios para solicitar un permiso de edificación, un informe suscrito por un profesional competente que otorgue su conformidad al cálculo estructural realizado por el responsable del proyecto.



	Además, se entrega a la Ordenanza General de Construcciones y Urbanización la definición de los aspectos del cálculo que deberán ser examinados, el tipo de proyecto que deberá evaluarse, y los requisitos que habrán de cumplir los profesionales que actúen como revisores.



	Durante el primer trámite, por oficio Nº 131-342, del 11 de julio de 2000, el Presidente de la República formuló una indicación sustitutiva de la moción.



	En definitiva, el proyecto aprobado por la H. Cámara de Diputados en primer trámite constitucional consta de un artículo único, compuesto de tres numerales que introducen modificaciones al Decreto con Fuerza de Ley Nº 458, de 1975, Ley General de Urbanismo y Construcciones, en la siguiente forma:



Número 1



Este numeral agrega, a continuación del artículo 116 bis, el siguiente artículo 116 bis A), nuevo:



"Artículo 116 bis A).-  Los propietarios que soliciten un permiso o la aprobación de un proyecto para edificios de uso público y edificaciones que determine la Ordenanza General, y la recepción definitiva de las obras correspondientes, deberán contratar la revisión del proyecto de cálculo estructural respectivo por parte de un tercero independiente del profesional u oficina profesional que haya realizado el proyecto que se somete a revisión y que cuente con inscripción en un registro que para estos efectos mantendrá el Ministerio de la Vivienda y Urbanismo.



La Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones establecerá el alcance, las condiciones, diversidades geográficas y demás aspectos que se deberá contemplar en la revisión del cálculo estructural.



El reglamento que se dicte para el registro a que se refiere el inciso primero, establecerá los requisitos de inscripción, las causales de inhabilidad, de incompatibilidad y de amonestación, suspensión y eliminación del registro por incumplimiento de obligaciones.  Sin perjuicio de dichas sanciones, los revisores de cálculo estructural serán subsidiariamente responsables con los profesionales que hubieren efectuado el cálculo estructural.".



Número 2



Reemplaza el inciso tercero del artículo 142, por el siguiente:

"Los revisores independientes y los revisores de cálculo estructural, tendrán igualmente libre acceso a todas las obras de edificación que les corresponda informar.".



Número 3



Incorpora el siguiente artículo transitorio:



"Artículo transitorio.-  Dentro del plazo de ciento ochenta días desde la publicación de esta ley, se deberá modificar la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones con objeto de regular los casos y condiciones en que deberán realizarse las revisiones a que se refiere el artículo 116 bis A).".



- - - - - - -



OPINIONES RECIBIDAS



				A fin de enriquecer el debate, la Comisión escuchó opiniones y solicitó informes de distintos expertos e instituciones vinculadas a la materia, según se dará cuenta.



				En primer término, el H. Diputado señor Hales, uno de los autores de la iniciativa, hizo una exposición a los miembros de la Comisión sobre los fundamentos de la misma.



	Además, puso de relieve que la revisión del cálculo estructural que se propone incorporar no significará en ningún caso pérdida de tiempo, puesto que se podrá efectuar en forma paralela al desarrollo de las demás fases del proyecto.



				Finalmente, informó que el costo estimado de la revisión alcanzará, aproximadamente, al 10% de lo que importaría el trabajo del propio calculista.



				En seguida, el Director de la Oficina Nacional de Emergencia señaló que la revisión del proyecto de cálculo estructural es un claro aporte a la mejoría de las condiciones que debe acompañar a toda obra.



				Destacó el interés de esa entidad en el sentido de que la iniciativa pudiera complementarse para cubrir los variados aspectos que influyen en que una obra humana esté bien pensada, diseñada, calculada, construida, emplazada y ocupada, a fin de garantizar tanto la seguridad de las personas como la del bien inmueble.



Afirmó que si bien el proyecto constituye un avance al regular el cálculo estructural, sería beneficioso considerar también una apropiada ponderación de los variados factores de riesgo. Al efecto, mencionó como ejemplo que las edificaciones en sitios con alta posibilidad de inundación, como el borde costero, no deben destinarse a fines habitacionales.



				A continuación, el Director del Servicio Hidrográfico y Oceanográfico de la Armada explicó que su análisis se basa en las construcciones emplazadas en el borde costero, aseverando que tal tipo de edificación debe tener un nivel de seguridad que permita incluso enfrentar tsunamis. Hizo notar que la diversidad de materiales que se utilizan en ellas no han tomado en consideración la resistencia que deberían tener frente al embate de las olas.



				En este sentido, planteó que la circunstancia de que los proyectos de cálculo estructural de ciertas edificaciones sean sometidos a la revisión de terceros independientes, como se propone en el proyecto, constituye un avance que permitirá tener mayor control en la materia.



				Manifestó que, a su juicio, reviste gran importancia que la aprobación de las normas legales en debate sea seguida de una estricta reglamentación que garantice su efectividad.



				Luego, el Presidente de la Comisión de Tecnología e Innovación de la Cámara Chilena de la Construcción manifestó que es prudente proceder a la revisión de los cálculos estructurales, fundamentalmente porque, en los últimos veinte años, el país ha tenido un acelerado desarrollo en estas áreas.



				Sin embargo, expresó que dicha Cámara advierte también la dificultad que significaría agregar un trámite burocrático, porque si bien estima que las revisiones son necesarias, sería fundamental determinar cómo se llevarán a cabo, aspecto que podría solucionarse de variadas formas a fin de evitar que la actividad de construcción, que ya en la actualidad debe sortear un elevado número de trámites engorrosos, encuentre en la revisión del proyecto de cálculo estructural una traba adicional.



				Sobre el particular, destacó dos aspectos interesantes de estudiar más detenidamente. 



				Por una parte, aseveró, el establecimiento de un registro único de revisores es una materia que, en su opinión, debiera dejarse liberada a la resolución del sector privado, para que éste determine cómo se organiza al respecto.



				Por otra, continuó señalando, la circunstancia de establecer que los revisores sean subsidiariamente responsables con los profesionales que hubieren efectuado el cálculo estructural no se aviene con la naturaleza de la función del revisor, porque estaría obligándolo a ir más allá de la revisión y a proceder a calcular nuevamente el proyecto. Opinó que el revisor debiera tener responsabilidad sólo por su función de revisar el proyecto de cálculo y no estar obligado a responder de manera equivalente a la del proyectista original.



				Explicó que la revisión no debiera efectuarse en forma arbitraria, sino de acuerdo a un procedimiento objetivo. Señaló que el tema podría abordarse a través de las normas ISO 9000, cotejándose por el revisor el cumplimiento de determinados pasos al efectuarse el cálculo. Podría existir, además, algún mecanismo de apelación para el proyectista que considere que la revisión se practicó en forma incorrecta.



				Por su parte, el Jefe de la División Estructuras y Construcciones de la Facultad de Ciencias Físicas y Matemáticas de la Universidad de Chile señaló que, debido a de que los principales revisores sísmicos son los movimientos telúricos intensos, vio con satisfacción la aprobación por la Cámara de Diputados del proyecto, que corresponde a normas que rigen en la mayoría de los países del mundo debido a que el colapso por sismos es un problema de carácter social, correspondiendo, por tanto, que la sociedad concurra, a través del Estado, a solventar los gastos producidos a consecuencia de los mismos.



				Expresó que el costo de la revisión está incluido en los permisos municipales, pues al eliminarse la exigencia de efectuar dicha revisión no se derogaron los derechos que había que cancelar.



				Informó que es habitual en Chile, en el ámbito privado, someter a revisión los grandes proyectos, mencionando, a título ejemplar, que las plantas termoeléctricas siempre son examinadas por terceros independientes.



				Se mostró partidario de estudiar la posibilidad de que el Ministerio de Vivienda y Urbanismo se encargue del registro de revisores, precisando que es importante determinar, además, adecuadamente la idoneidad de éstos, quienes se nombrarán de acuerdo a ciertas calidades, las que sugirió fueran establecidas por el reglamento.



				Señaló que no parece adecuada la responsabilidad subsidiaria del revisor, ya que en el campo privado, donde en la actualidad se da esta revisión respecto de los grandes proyectos, el revisor sólo proporciona orientación al cliente y le hace cumplir ciertos requisitos mínimos, quedando la responsabilidad radicada en el calculista original, quien materializará los requisitos y las correcciones solicitadas por el revisor.



				Llamó la atención también sobre la circunstancia de que el campo de acción del revisor se limite a los planos, sin que verifique posteriormente cómo se realiza la construcción. Acotó que, al ser determinante en el resultado si la construcción se llevó a cabo según lo planificado, el revisor no debiera tener responsabilidad subsidiaria. Sin embargo, puntualizó, debería distinguirse entre observaciones relacionadas con la seguridad de las personas y las que no afectan este factor.



				El Presidente de la Asociación de Ingenieros Civiles Estructurales hizo presente a los miembros de la Comisión diversas consideraciones en relación con la materia.



				Dijo, en primer término, que los edificios en la actualidad son notablemente distintos de los que se calculaban hace veinte años. Agregó que los ingenieros provienen de múltiples universidades y no sólo de las tradicionales de donde egresaban años atrás y que los análisis sísmicos se pueden realizar hoy por medio de programas computacionales, los que, a su vez, podrían estar mal diseñados.



				Respecto del registro de revisores, expuso que, a su juicio, independientemente de que sea llevado por el Ministerio del ramo, lo importante es que debería velar por él una comisión que determine los requisitos técnicos que deben cumplir quienes aspiren a formar parte del mismo, que evalúe periódicamente el funcionamiento del sistema y que éste contemple mecanismos de solución de controversias.



				En cuanto a la responsabilidad del revisor, expresó que habría que circunscribir el examen a los grandes parámetros, radicándose la responsabilidad exclusivamente en quien hizo el proyecto de cálculo original. La responsabilidad del revisor no puede ser concebida en términos tan amplios como lo hace la iniciativa, agregó, manifestándose partidario de limitarla a aquellos casos en que se demuestre que actuó con mala intención al desarrollar su examen.



				Mostró extrañeza, sin embargo, ante la disposición que permite al revisor ingresar a las obras, en circunstancias en que éste debería limitarse a revisar el proyecto.



				Finalmente, hizo una precisión acerca de las revisiones sísmicas y estructurales, afirmando que las estructuras trabajan frente a un sismo combinado con cargas verticales o de otro tipo, siendo difícil separar una cosa de otra. Concluyó que, por tal motivo, es preferible hablar de revisión estructural.



				El Presidente de la Asociación Chilena de Sismología e Ingeniería Antisísmica destacó que Chile se define como un país de alto riesgo sísmico en todas sus zonas. Llamó la atención sobre la circunstancia de que muchas universidades imparten, en la actualidad, carreras profesionales que autorizan a hacer diseños estructurales (son los casos de arquitectura, construcción civil e ingeniería civil), por lo que hay muchas personas que sin tener la formación profesional de ingeniero civil estructural están ejerciendo estas funciones, lo que incide en proyectos que adolecen de serias deficiencias.



				Continuó expresando que la tipología estructural ha variado mucho desde el año 1985 y que hoy en día es frecuente copiar, en edificios modernos, la arquitectura de países desarrollados, que no es la misma que dio buen resultado frente a eventos sísmicos en años anteriores.



				Manifestó que, en su opinión, el Ministerio de Vivienda y Urbanismo debiera limitarse a llevar el registro de revisores, sin que le corresponda determinar quienes pueden integrarlo ni tampoco confeccionarlo directamente. Sugirió formar un equipo de trabajo o comisión de diseño estructural cuyos profesionales establezcan qué debe revisarse y la forma de efectuar dicho proceso, y luego propongan un registro profesional que no sea estático, para evitar que los revisores queden al margen de las adaptaciones a los cambios históricos.



				Hizo notar su disconformidad con la asignación de una responsabilidad subsidiaria al revisor, quien, para poder asumirla, tendría que realizar nuevamente la totalidad del cálculo estructural.



				Observó, por último, que, a su juicio, debería existir un reglamento de revisión que señale qué es lo que debe someterse a revisión y como hacerla. Además, opinó que el revisor debería quedar registrado en la Municipalidad donde se encuentran los restantes antecedentes. Para obtener el permiso definitivo de la obra, la Municipalidad tendría que contar con el informe del revisor, con lo que se evitaría que el propietario ignorara las advertencias formuladas por éste. Recordó que el proyecto de cálculo tiene carácter público y queda registrado como antecedente de la historia de la edificación, correspondiendo, por ende, que se mantenga junto con el informe del revisor. Expresó que, a su juicio, si el informe fuera negativo y el proyectista estimara que el proyecto de cálculo es correcto, procedería que un tercero resolviera la situación.



				Los representantes de la Comisión de Vivienda del Colegio de Ingenieros de Chile A.G. respaldaron plenamente la idea de incorporar la revisión del diseño estructural de edificios de uso público en la Ley General de Urbanismo y Construcciones.



				Mencionaron que conforme a un estudio realizado por la Pontificia Universidad Católica en el año 1988, de 23 países estudiados, 20 tenían algún sistema de revisión de proyectos, en circunstancias que sólo seis de esos países son sísmicos. Destacaron que en Chile, que registraría la más alta exposición sísmica del mundo, no existe en la actualidad ningún control.



				Hicieron notar, asimismo, que existen elementos que permiten afirmar que los estándares de calidad de la construcción se han deteriorado y pueden empeorar aún más. A diferencia de los problemas observados en los últimos sismos, que han obedecido, en su mayoría, a fallas de construcción y de terminaciones, se teme que se produzcan en el futuro falencias de tipo estructural, los que se habrían ya evidenciado en diversas estructuras sometidas voluntariamente por sus propietarios a revisión de cálculo.



				Señalaron que entre las causas que explicarían estas dudas respecto a la calidad, destacan las siguientes: el notorio aumento de las estructuras en altura y la reducción de la densidad de muros; el incremento significativo del número de universidades que entregan títulos profesionales de habilitación automática; la difusión y el uso indiscriminado de software especializado sin certificación ni depuración de errores, a los que tienen acceso profesionales inexpertos, y finalmente, la carencia de revisión obligatoria de proyectos.



				Respecto al alcance de la revisión, resaltaron que deberían estudiarse sólo las estructuras que involucren la seguridad de cierto número de personas, dejando fuera las viviendas unifamiliares no repetitivas. La revisión sería sólo conceptual, mediante parámetros normalizados y debidamente reglamentados, incluyendo el análisis de las bases de cálculo, así como un examen general final de los planos.



				Expresaron que debiera existir una comisión conformada por representantes de los principales sectores involucrados para dar transparencia al sistema. Esta tendría amplios poderes para lograr que los objetivos de la revisión se cumplan adecuadamente, además de llevar el registro de los ingenieros calificados, de velar por la calidad de la revisión y buscar formas de perfeccionar el sistema.



				Aseveraron que la responsabilidad del ingeniero que realizó el proyecto no disminuiría con la revisión y que el revisor, por su parte, tendría ante la comisión una responsabilidad limitada al ámbito definido para este examen. Añadieron que el alcance de la revisión del diseño estructural y su forma de operar debiera tratarse en la Ordenanza, como también en el reglamento del registro de revisores estructurales.



				Informaron que el tema ha sido ampliamente analizado con la participación activa de representantes de las distintas instituciones del sector, existiendo consenso en la necesidad de abordar todo lo referente a la calidad y seguridad de la construcción.



				Luego, formularon ciertos comentarios al texto aprobado por la H. Cámara de Diputados.



				Indicaron que no es adecuado que los revisores de cálculo estructural sean subsidiariamente responsables con los profesionales autores del diseño. Ello conduciría a diluir las responsabilidades, creando un actor adicional al propietario primer vendedor y al proyectista propiamente tal. El revisor debería responder a la institución que administre el registro correspondiente y su responsabilidad, limitarse al alcance de la revisión.



				Señalaron que podría explorarse la posibilidad de que el Instituto de la Construcción mantuviese el registro de revisores.



				Finalmente, consideraron que sería conveniente hacer una referencia específica al título de ingeniero civil u oficina cuyo objeto sea realizar proyectos de esa especialidad, en lugar de la mención general que la iniciativa hace al ”profesional u oficina que haya realizado el proyecto”. Puntualizaron que si éste es desarrollado por una oficina, debería llevar la firma de un ingeniero civil habilitado para tal efecto y que esta referencia específica debería repetirse en relación a los revisores.



				Enseguida, la Comisión escuchó el parecer de la Cámara Chilena de la Construcción.



	Sus representantes expresaron que esa entidad, inspirada en los principios de protección de la vida y la salud de los usuarios de las construcciones, de promoción de la desburocratización, de atribución de la responsabilidad objetiva y en defensa de la calidad, estima que el proyecto en estudio no se ajusta adecuadamente a los parámetros que enmarcan la actividad de la construcción.



	A juicio de ellos, éste pareciera tener como principio fundamental la protección de los edificios y los elementos constructivos y no la vida, salud e integridad física de las personas que habitan o utilizan las edificaciones. Al respecto, señalaron que la protección de las construcciones es de fácil solución a través de la contratación de seguros contra terremotos u otros siniestros.



	Asimismo, dijeron que el proyecto procura la creación de un registro ministerial que no asegura que los profesionales inscritos tengan las capacidades y aptitudes necesarias para realizar las tareas de cálculo eficientemente, puesto que sólo garantiza que ellos cumplen con una serie de requisitos formales que nada tienen que ver con la idoneidad profesional, como es el número de metros cuadrados calculados o proyectados, dato que se puede adulterar.



	Enseguida, sostuvieron que la tramitación ante las Direcciones de Obras Municipales y otros organismos públicos cada día resulta más engorrosa. Lo anterior se demuestra con la formación de la Comisión Antiburocracia, la cual produjo, entre otras medidas, cuatro circulares del MINVU que tienden a agilizar los procedimientos de obtención de los permisos de construcción. Indicaron que esta iniciativa, al agregar un nuevo trámite, va en la dirección contraria del objetivo que se está intentando lograr, esto es, agilizar los trámites ante las instituciones públicas.



	Con respecto a la objetivación de las responsabilidades, hicieron presente que en la actual etapa de desarrollo de la actividad de la construcción se ha tendido a centrar todas las responsabilidades en el propietario primer vendedor. Por lo anterior, el propietario (inmobiliario) debe preocuparse de que los profesionales intervinientes en el proyecto sean los que aseguren un óptimo resultado constructivo ya que, de ser así, cualquier defecto o error en la construcción que derive en daños o perjuicios recaerá en el empresariado inmobiliario, con el consecuente desprestigio dentro del mercado.



	Por la misma razón anterior, señalaron que el asegurar la calidad es una aspiración consustancial a todo proyecto inmobiliario. Al respecto, recordaron las exigencias establecidas en los artículos 143 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones y 5.1.6 de la Ordenanza General, relacionadas con las medidas de control y gestión de calidad que debe implementar el propietario o constructor de la obra.



	Asimismo, expresaron que debe tenerse en consideración que el proyecto, de llegar a ser ley, conllevará un aumento de costos en los proyectos de construcción por la contratación adicional del revisor de cálculo estructural.



	En conclusión, manifestaron que es importante que la legislación procure generar los mejores profesionales de la construcción y no crear instancias de revisión que si bien pudieron ser eficientes en modelos antiguos, hoy no se justifican. Incluso, agregaron, se puede afirmar que esto va contra los principios que utilizan los países más desarrollados en relación a las normas de aseguramiento de la calidad.



	En cuanto al texto del proyecto, la Cámara Chilena de la Construcción estimó que, tal como fue aprobado por la Cámara de Diputados, no logrará los objetivos buscados debido a las siguientes razones:



1.- Las responsabilidades de los profesionales tenderán a diluirse. El proyecto señala: “... Sin perjuicio de dichas sanciones, los revisores de cálculo estructural serán subsidiariamente responsables con los profesionales que hubieren efectuado el cálculo estructural”. Por lo tanto, si bien no se toca la instancia del propietario primer vendedor como primer responsable, con esta iniciativa se crea un escalón más dentro de los grados de responsabilidad, que se grafica a continuación:



En la actualidad el propietario primer vendedor responde del daño y perjuicio y luego repite en contra del proyectista respectivo (calculista).



Con el proyecto el propietario primer vendedor responde y luego repite en contra del proyectista respectivo (calculista) y del revisor del cálculo y, por lo tanto, en caso que el calculista principal no responda, se deberá demandar al revisor, quien podrá defenderse señalando que el error de cálculo no lo pudo prever y que, por lo tanto, él no es responsable.



2.- El proyecto incentiva la creación de nuevas instancias que significarán aumentar los plazos dentro de la ruta crítica de aprobación de proyectos de construcción, ya que será esencial contar con la certificación del profesional revisor que atestigüe que la labor se realizó.



3.- Se propenderá a cruzamientos de revisiones entre profesionales. Esto tiene que ver con el hecho de que el Registro que llevará el Ministerio de Vivienda y Urbanismo -que se formará con profesionales que sólo demostrarán metros cuadrados calculados (requisitos formales) y a quienes no se les exigirán requisitos de competencia, aptitudes y habilidades (requisitos de fondo)- inducirá a que las oficinas de calculistas o profesionales tiendan a cruzar los proyectos de cálculo con otras que realizarán las revisiones, sin ninguna posibilidad de detección de los “malos proyectos”, vulnerándose fácilmente la normativa establecida.



	Para evitar el efecto señalado, se debería crear una incompatibilidad entre los profesionales que realicen proyectos y revisiones, lo cual genera la razonable duda de que exista una cantidad apropiada de proyectistas calculistas competentes para realizar ambas gestiones.



4.- El proyecto plantea que los honorarios generales por los proyectos de cálculo subirán, pero, al contrario de lo esperado, los honorarios del primer calculista (revisado) deberán ajustarse a la baja, debido a que como éste deberá ser revisado por otra oficina de calculistas, tendrán que ser castigados para pagar la revisión.



	En conclusión, la Cámara Chilena de la Construcción opinó que, en virtud de todos los antecedentes comentados, no debe legislarse en esta materia.



	Señaló que para que se cumpla el objetivo propuesto de que calculistas y revisores sean profesionales competentes para ejercer la profesión, los requisitos para ejercer tan delicada labor deben dejar de ser formales como son aquellos puramente cuantitativos contemplados en el proyecto. Estos deben ser sustituidos por exigencias de conocimientos, aptitudes y habilidades que deben reunir los profesionales que ejercen una determinada ciencia o arte.



	La proposición, agregó, implica tomar experiencias de otros países en esta materia, así como la chilena en el tema de la certificación de competencias de los inspectores-certificadores de gas, que ha sido exitosa.



	Lo anterior significa que el propietario primer vendedor (inmobiliario) podrá optar por contratar con plena seguridad a un calculista, el cual en el caso de no ser un profesional certificado o su oficina no estar acreditada, deberá recurrir necesariamente a un revisor de cálculo que haya certificado ciertas competencias.



	A su vez, planteó que para poder contar con calculistas y revisores certificados se deben crear los siguientes organismos:



a) Un Directorio de Acreditación y Certificación de Competencias que tendrá las siguientes funciones:



Proponer las políticas del Sistema de Certificación de Competencias, de Profesionales Calculistas y Revisores en Chile, y velar por su correcta ejecución.



Establecer las bases técnicas en las que se sustente el sistema.



Definir las competencias (Calculista y Revisor) sobre las cuales actuará el Sistema (Niveles o Clases dentro del Registro).



Formar Grupos Técnicos, designar sus integrantes y establecer sus pautas de trabajo.



Visar los estándares de competencia laboral propuestos por los Grupos Técnicos.



Establecer las pautas de evaluación para cada competencia visada.



Acreditar las Instituciones Evaluadoras que operen en el sistema.



Orientar y supervisar el trabajo de la Unidad Ejecutiva.



Velar por la mantención de la credibilidad y fe pública del sistema.



Proponer mecanismos de financiamiento.



b) Una Unidad Ejecutiva, que tendrá como principales tareas:



Ejercer la secretaría ejecutiva del Directorio de Certificación.



Mantener las Bases de Datos necesarias para la operación del sistema: de profesionales certificados y evaluados, de Instituciones Evaluadoras, de estándares de competencias y de instrumentos de evaluación.



Coordinar el trabajo de los Grupos Técnicos.



Tramitar, administrativamente, el proceso de certificación respecto de las inscripciones, la orientación a los postulantes y la emisión de los certificados de competencia.



Tramitar los procesos de acreditación de Instituciones Evaluadoras e informar al Directorio para sus resoluciones.



Supervisar, periódicamente, a las Instituciones Evaluadoras acreditadas.



Ejecutar las tareas encomendadas por el Directorio de Competencias.



Preparar los presupuestos de operación del Sistema y proponerlos al Directorio.



c) Grupos Técnicos de Definición de Competencias, que tendrán como principales funciones:



Especificar la competencia laboral que se definirá de acuerdo con el procedimiento y la metodología establecidos por el Sistema de Certificación.



Proponer los posibles instrumentos y pautas de evaluación a la Unidad Ejecutiva.



Proponer períodos de vigencia de las competencias especificadas.



Actualizar estándares de competencia laboral cuando sea necesario.



Aprobar y visar los instrumentos elaborados por las Instituciones Evaluadoras de Competencias.



d) Por último, Entidades Certificadoras y Evaluadoras, que tendrán las siguientes funciones:



Elaborar los instrumentos de evaluación acordes con los estándares de competencia dados.



Evaluar a los postulantes con los instrumentos que les serán remitidos por la Unidad Ejecutiva.



Informar los resultados del proceso de evaluación a la Unidad Ejecutiva, indicando las deficiencias encontradas.



Recibir requerimientos de postulantes y empresas.



	La Cámara Chilena de la Construcción presentó el siguiente esquema, que grafica lo propuesto anteriormente.

�Esquema de la proposición de la Cámara Chilena de la Construcción
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	A su turno, el Colegio de Arquitectos de Chile expresó que le parece válida la preocupación social por la seguridad de las personas, pero que entiende que el proyecto, en la forma en que está planteado, no aborda las edificaciones que tienen un mayor grado de vulnerabilidad respecto de su estructura, que son aquellas edificaciones de carácter masivo, repetitivas, en especial las viviendas construidas a través de subsidios habitacionales, donde la gran incidencia de los costos lleva a las soluciones estructurales constructivas y de tratamiento de terreno a situaciones límites.



	Lo anteriormente descrito no sucede con los grandes edificios que, por lo general, además de estar avalados por los equipos profesionales más prestigiados del país, tienen autorrevisiones y márgenes de seguridad que adoptan todos los profesionales que intervienen en los diseños, como los constructores y los inspectores técnicos, muy superiores a las restantes edificaciones por las responsabilidades involucradas.



	Prosiguió explicando que la tarea de cálculo estructural no es una función privativa de los ingenieros. Los arquitectos están facultados por ley (Nº 7.211, de 1942, art. 12) para realizar dichas tareas. Un ejemplo, tal vez poco conocido pero importante de destacar, es que edificios de tanta envergadura como la Escuela de Medicina de la Universidad de Chile y la Escuela Militar, fueron calculados por arquitectos.



	Indicó que la acreditación de la especialidad debiera realizarse por la capacidad, la experiencia y el conocimiento profesionales respecto de estas materias, independientemente de si se trata de arquitectos o ingenieros.



	Afirmó que debería consultarse en forma expresa sobre qué tipo de proyectos deben someterse, obligatoriamente, a la revisión de cálculo estructural, y no delegarse tan importantes materias a un reglamento.



	Igual situación, expuso, debería considerarse para la definición de las condiciones que deben cumplir los profesionales encargados de la revisión estructural.



	Manifestó su especial preocupación ante la posibilidad de que esta exigencia pueda constituir una nueva dilación de los trámites relacionados con la obtención de los permisos, lo que evidentemente redunda en mayores costos en detrimento de la inversión.



	Planteó, como una alternativa más aconsejable, establecer un Registro Nacional de Profesionales Calculistas calificados para efectuar el cálculo de los edificios según las características de éstos, incluso estableciendo categorías asociadas a la experiencia profesional.



	Este registro, añadió, debería ser llevado por los Colegios Profesionales respectivos, lo que les permitiría reforzar su rol como cuerpos intermedios de la sociedad, ejerciendo el control ético de sus colegiados.





				La Comisión tuvo presente, asimismo, la opinión del Instituto de la Construcción, que fuera remitida por escrito por su Presidente, señor Víctor Manuel Jarpa Riveros.



				El mencionado Instituto manifestó que el tema de la ingeniería estructural sismorresistente es un área en la cual Chile tiene gran experiencia a nivel mundial, gozando los profesionales chilenos de gran prestigio.



				Esta materia, señaló, tiene carácter estratégico y, en consecuencia, todas las iniciativas que tengan por objeto velar y mejorar el desarrollo e incremento de la calidad de la ingeniería estructural son fundamentales para el desarrollo de la competitividad del sector de la construcción chilena.



				En este sentido, estimó que el proyecto en estudio es un aporte al mejoramiento del cálculo estructural, no obstante merecer las siguientes consideraciones:



La incorporación de la revisión del cálculo no aborda el problema medular de la presunta disminución de la calidad de los proyectos estructurales.



El tema central, que no sólo dice relación con la disminución de la calidad de los proyectos estructurales, es que la legislación vigente permite que todos los ingenieros civiles y los arquitectos, por el simple hecho de haber obtenido su título profesional, estén en condiciones legales de efectuar proyectos de cálculo estructural. Esta situación posibilita que los ingenieros civiles de cualquier especialidad, y no teniendo todavía ninguna relación con la construcción, estén facultados legalmente para realizar el cálculo, como asimismo, no sea necesario acreditar ninguna experiencia ni conocimientos especiales o adicionales para realizar tal labor.



En consecuencia, la incorporación de profesionales especializados, como serían los revisores de cálculo, subsidiaría la presunta incompetencia de los profesionales que, en los antecedentes del proyecto, se señalan como responsables de cálculos deficientes.



La incorporación de la revisión del cálculo estructural incrementaría los costos y aumentaría la burocracia, casi sin excepción.



El proyecto de ley probablemente excluiría de revisión las edificaciones menores, muchas veces calculadas por ingenieros de poca experiencia, siendo susceptibles de mayores defectos de cálculo, dado que es usual que los proyectos complejos y caros contemplen una revisión estructural por un profesional independiente, y normalmente externo.



Como proposiciones a la iniciativa en estudio, formuló las siguientes:



Es fundamental precisar en el proyecto las responsabilidades, condiciones y competencias de los participantes, de manera que no haya equívocos y, especialmente, sea efectiva la labor del revisor. Un aspecto controversial es determinar cuál es la opinión que prima respecto del proyecto, si la del proyectista o la del revisor, asunto que es relevante en términos de responsabilidades y labores y, finalmente, de lo efectiva que sea la revisión.



			Deben contemplarse mecanismos de acuerdo entre el proyectista y el revisor, dado que si prima la opinión del proyectista, no se justifica la necesidad del revisor y viceversa.



			Además, deben establecerse los documentos y condiciones del proyecto de cálculo estructural, de manera de estandarizar los antecedentes que el revisor examine y que se presenten a la municipalidad, para garantizar la información necesaria, disponible y suficiente, pero no excesiva.



			Es menester precisar bajo qué condiciones se debe efectuar, obligatoriamente, la revisión del cálculo estructural, de manera de focalizar esta labor en aquellos proyectos que efectivamente lo requieran. Lo anterior, con el fin de establecer qué tipo de edificios deben necesariamente presentar revisión, según sus usos, ocupantes, riesgos, etc.



			En cuanto al mejoramiento de la ingeniería estructural, hizo presente que el Instituto de la Construcción ha definido en su Plan de Acción que la modernización de los títulos y grados profesionales es uno de los cinco aspectos prioritarios a considerar.



			En este marco, estimó necesario avanzar en el perfeccionamiento de las profesiones, considerándose que un aspecto relevante para ello es la especialización y la consecuente acreditación de dichas competencias y especialidades.



			Este aspecto, dijo, es particularmente relevante en un mercado profesional globalizado, en el cual la acreditación de la especialidad permite establecer patrones comunes, que son internacionalmente reconocidos para desempeñarse en el mercado global.



			En consecuencia, manifestó que las propuestas apuntan a la necesidad de incorporar con urgencia estos aspectos en la práctica de la ingeniería estructural, para lo cual formuló dos sugerencias:



Modificar la ley de manera que se determine con mucha mayor precisión y pertinencia qué profesionales estarán facultados para realizar el cálculo estructural, en términos de competencias profesionales, al obtener el título profesional. Por ejemplo, y sólo a este título, señalar que únicamente podrán realizarlo los ingenieros civiles estructurales y los arquitectos que acrediten tal competencia (cursos, postítulos, experiencia, etc.). Ello permitirá definir con claridad las competencias iniciales y la exclusión de aquellos ingenieros civiles no estructurales u otros no calificados para dicha labor.



Modificar la ley introduciendo la modalidad de licencias o acreditaciones para calificar las competencias profesionales, en relación con las particularidades del proyecto. Por ejemplo, señalar que sólo podrán realizar el cálculo estructural de los proyectos que indiquen -clasificados por complejidad, superficie, uso, ocupantes, riesgo, etc.- los ingenieros civiles estructurales y los arquitectos que acrediten tal competencia mediante experiencia, obras calculadas, años de ejercicio, un examen, etc. Esto permitirá reconocer habilidades adecuadas y específicas en relación con la complejidad y las particularidades del proyecto.



			En cuanto a la implementación y administración del Registro de Revisores de cálculo por parte del Instituto de la Construcción, la entidad manifestó estar interesada y en condiciones de llevar a cabo tan importante labor, la que resaltaría, dijo, su condición multisectorial y suprainstitucional.



			Sobre el particular, sostuvo que esa institución tiene la competencia, respaldo e identidad necesaria y adecuada para tal función, contando para ello, entre otras instancias, con la participación de los colegios profesionales involucrados –ingenieros, arquitectos y constructores civiles- y de las universidades socias del mismo, Universidad de Chile y Pontifica Universidad Católica de Chile.













DISCUSION



				Como se señalara anteriormente, por tratarse de una iniciativa de artículo único, la Comisión la discutió en general y en particular a la vez.



				El H. Senador señor Foxley manifestó que alberga dudas frente a la iniciativa. Hizo presente, en primer lugar, que no es partidario, en términos generales, de la burocracia que dificulta a través de sucesivos trámites e instructivos, avanzar en proyectos de variada índole. En el caso que se discute, no le parece conveniente agregar a las exigencias que ya contempla la Ley General de Urbanismo y Construcciones, trámites adicionales que hagan más engorrosa la evaluación de un proyecto.



				En segundo lugar, estimó que no es apropiado someter a revisión el trabajo profesional efectuado por personas que tienen formación calificada en sus áreas, cuya labor queda expuesta a las sanciones correspondientes, si no es realizada de acuerdo con las normas técnicas pertinentes.



				El H. Senador señor Novoa manifestó que, en su opinión, si bien la solución que se plantea en el proyecto parece adecuada, coincide con el H. Senador señor Foxley en que no parece del todo conveniente que el trabajo de un profesional deba ser revisado por otro.



				En cuanto a una eventual instancia de apelación, estimó que ella podría considerarse si el revisor fuera una autoridad pública, haciendo notar que en la proposición el revisor es un tercero a quien el propietario contrata, teniendo, por tanto, la posibilidad de reemplazarlo e, incluso, de sustituir al calculista original. En estas circunstancias, insistió, parece improcedente establecer este mecanismo.



				Hizo presente, además, que la norma debería definir en qué consistirá la revisión del proyecto de cálculo estructural y, de esa forma, quien la lleve a cabo responda por la manera en que ha realizado su labor.



				El H. Senador señor Parra, por su parte, consideró que el proyecto está bien fundamentado y que no advierte en el mismo los inconvenientes sugeridos por los HH. Senadores señores Foxley y Novoa.



				En efecto, estimó que el permiso otorgado por las municipalidades obedece a razones de interés público que justifican la fijación de estándares que deben satisfacerse, porque hay aspectos en los cuales es necesario prevenir la ocurrencia de hechos graves.



				Enfatizó que, a su juicio, no hay que temer la existencia de resguardos como el que pretende imponer la iniciativa en informe, particularmente cuando su incidencia en el costo de la construcción es menor y no retarda la obra. Resaltó que lo propuesto significa, más bien, un mayor grado de seguridad para la población, en obras que deben ser concebidas para satisfacer sus necesidades a largo plazo.



				Sometido a votación el proyecto, fue aprobado en general por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señora Frei y señores Novoa y Sabag.



A continuación, la Comisión consideró las distintas disposiciones de la iniciativa.



				En relación con el inciso primero del artículo 116 bis A) que se propone, el asesor del Ministro de Vivienda y Urbanismo don Jaime Silva, explicó que todo permiso de construcción se solicita por quien presenta para su aprobación un proyecto determinado, de manera que al momento de aprobarse éste, se aprueba también el respectivo proyecto constructivo.



				En atención a lo informado, la Comisión acordó agregar las palabras “de construcción” después de la expresión “permiso” y eliminar la frase “o la aprobación de un proyecto”.



				En segundo lugar, la Comisión estimó que la oportunidad en que corresponde contratar la revisión de los cálculos estructurales es la fase inicial del proyecto y no la época de su recepción definitiva. En consecuencia, resolvió suprimir la frase “y la recepción definitiva de las obras correspondientes,”.



				En tercer término, y respecto de este mismo precepto, la Comisión ponderó las distintas opiniones escuchadas durante el debate, en orden a que la administración del registro que se crea por esta iniciativa quede a cargo del Instituto de la Construcción.



				Sobre el particular, se connotó que la referida entidad es una corporación en la que participan los Ministerios de Obras Públicas y de Vivienda y Urbanismo, así como las Universidades de Chile y Católica de Chile y los colegios profesionales involucrados en el área de la construcción.



				Se informó que los Ministerios indicados concurrieron a la formación e integran el Instituto de la Construcción en virtud de las facultades que les otorgó para este efecto la ley Nº 19.367, publicada en el Diario Oficial Nº 35,083, de 2 de febrero de 1995.



				En síntesis, se dijo, se trata de un organismo multisectorial y suprainstitucional, que cuenta con un respaldo técnico adecuado para hacerse cargo de este cometido.



				En cuanto al deber del legislador de asegurar la igualdad entre todas las personas, se puso de relieve que las características de la mencionada entidad, consignadas precedentemente, descartan cualquier posible reparo de arbitrariedad en caso de que se resuelva encomendar a esta institución la responsabilidad de llevar el aludido registro.



				En definitiva, se acordó mantener la titularidad del Ministerio de Vivienda y Urbanismo como responsable del mencionado registro, facultándolo para delegar dicha función en el Instituto de la Construcción.



				Este criterio se adoptó en conformidad a lo dispuesto en el artículo 34 de la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, que faculta a los servicios públicos, previa autorización otorgada por ley, para encomendar la ejecución de acciones a entidades de derecho privado.



				De esta forma, si el Ministerio pone en práctica esta autorización, deberá celebrar el correspondiente convenio con el Instituto de la Construcción, en el cual se asegurará el cumplimiento de los objetivos del registro y todos los demás aspectos pertinentes.



				Enseguida, la Comisión analizó el tema de la responsabilidad que tendrán los revisores de cálculo estructural. Tocante a este punto, la Comisión discrepó del criterio sustentado por la H. Cámara de Diputados, que, como se ha explicado, propuso que dichos especialistas sean subsidiariamente responsables con los profesionales que hubieren efectuado el cálculo estructural.



				Se destacó que la función del revisor de cálculo estructural se concibe como una tarea acotada y específica, que consiste en efectuar un nuevo examen de un trabajo realizado por otro profesional. A raíz de su análisis, el revisor podrá formular observaciones o sugerencias al autor original, el cual, a su turno, no estará obligado a acogerlas. En consecuencia, no parece pertinente afectar al revisor con un grado de responsabilidad como el que se propone, que no dice relación con el carácter de la intervención que le cabe.



				Por lo anteriormente expuesto, la Comisión eliminó la oración final del inciso tercero del artículo 116 Bis A), entendiendo que el revisor de cálculo estructural responderá de su labor en la forma que establecen las normas generales sobre prestación de servicios profesionales.



				Terminando el análisis de esta disposición, la Comisión observó la necesidad de modificar las referencias existentes en la Ley General de Urbanismo y Construcciones al artículo 116 Bis A), las que deberán hacerse al artículo 116 Bis B).



				Respecto del numeral 2. del artículo único del proyecto, la Comisión hizo notar que la intervención del revisor se agota en el examen atento y cuidadoso de los cálculos que se le presenten. Por lo tanto, entendida así su tarea y precisada su responsabilidad en la forma que se ha descrito, no se justifica que efectúe inspección de las correspondientes obras.



				En virtud de estas consideraciones, la Comisión acordó eliminar el referido número 2.



				Finalmente, la Comisión estimó necesario precisar que el objeto del artículo transitorio contenido en el número 3 del artículo único del proyecto de la H. Cámara de Diputados es disponer que la Ordenanza General de Construcciones y Urbanización debe adecuarse a las nuevas exigencias que se plantean en el proyecto y, por ende, es una disposición transitoria de esta iniciativa y no de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.



				Las modificaciones anteriormente reseñadas fueron acordadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión HH. Senadores señores Novoa, Parra, Ríos y Sabag.





				En mérito de las consideraciones precedentemente expuestas, vuestra Comisión de Vivienda y Urbanismo tiene el honor de proponeros que aprobéis en general y en particular, la iniciativa de la Honorable Cámara de Diputados con las siguientes modificaciones:



Número 1



	Sustituirlo por el que sigue:



	“1. Agrégase, a continuación del artículo 116 Bis, el siguiente artículo 116 Bis A), nuevo, pasando el actual a ser artículo 116 Bis B):



“Artículo 116 Bis A).- Los propietarios que soliciten un permiso de construcción para edificios de uso público y edificaciones que determine la Ordenanza General deberán contratar la revisión del proyecto de cálculo estructural respectivo por parte de un tercero independiente del profesional u oficina que lo haya realizado y que cuente con inscripción en un registro que para estos efectos mantendrá el Ministerio de la Vivienda y Urbanismo. El Ministerio podrá encomendar dicho registro a la entidad denominada “Instituto de la Construcción”, cuya personalidad jurídica fuera concedida por decreto supremo Nº 1.115, del Ministerio de Justicia, de 1996.



La Ordenanza General de Construcciones y Urbanización establecerá el alcance, las condiciones, las diversidades geográficas y los demás aspectos que deberán contemplarse en la revisión del cálculo estructural.



El reglamento que se dicte para regular el registro a que se refiere el inciso primero, establecerá los requisitos de inscripción, las causales de inhabilidad, de incompatibilidad, así como las de amonestación, suspensión y eliminación del mismo.”.”.



Número 2



	Reemplazarlo por el siguiente:



				“2. Sustitúyese en el artículo 144 la mención al “artículo 116 Bis A)” por otra al “artículo 116 Bis B)”.



Número 3



	Eliminarlo.



- - - - - -



	Agregar el siguiente artículo transitorio:



“Artículo transitorio.- Dentro del plazo de ciento ochenta días, contado desde la publicación de esta ley, se deberá modificar la Ordenanza General de Construcciones y Urbanización con el objeto de adecuarla a lo dispuesto en el número 1 del artículo único de esta ley.".



- - - - - -



	En virtud de las modificaciones anteriores, el texto de la iniciativa queda como sigue:





PROYECTO DE LEY



				“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley Nº 458, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, de 1975, que fija el texto de la Ley General de Urbanismo y Construcciones:



				1. Agrégase, a continuación del artículo 116 Bis, el siguiente artículo 116 Bis A), nuevo, pasando el actual a ser artículo 116 Bis B):



"Artículo 116 Bis A).- Los propietarios que soliciten un permiso de construcción para edificios de uso público y edificaciones que determine la Ordenanza General deberán contratar la revisión del proyecto de cálculo estructural respectivo por parte de un tercero independiente del profesional u oficina que lo haya realizado y que cuente con inscripción en un registro que para estos efectos mantendrá el Ministerio de la Vivienda y Urbanismo. El Ministerio podrá encomendar dicho registro a la entidad denominada “Instituto de la Construcción”, cuya personalidad jurídica fuera concedida por decreto supremo Nº 1.115, del Ministerio de Justicia, de 1996.



La Ordenanza General de Construcciones y Urbanización establecerá el alcance, las condiciones, las diversidades geográficas y los demás aspectos que deberán contemplarse en la revisión del cálculo estructural.



El reglamento que se dicte para regular el registro a que se refiere el inciso primero, establecerá los requisitos de inscripción, las causales de inhabilidad, de incompatibilidad, así como las de amonestación, suspensión y eliminación del mismo.”.





				2. Sustitúyese en el artículo 144 la mención al “artículo 116 Bis A)” por otra al “artículo 116 Bis B)”.



Artículo transitorio.- Dentro del plazo de ciento ochenta días, contado desde la publicación de esta ley, se deberá modificar la Ordenanza General de Construcciones y Urbanización con el objeto de adecuarla a lo dispuesto en el número 1 del artículo único de esta ley.".





- - - - - -













Acordado en sesiones celebradas los días 5 y 12 de septiembre de 2000; 9 de enero, 8 de mayo y 19 de junio de 2001, con asistencia de sus miembros Honorables Senadores señor Hosain Sabag Castillo (Presidente), señora Carmen Frei Ruiz-Tagle (Alejandro Foxley Rioseco), y señores Jovino Novoa Vásquez, Mario Ríos Santander y Augusto Parra Muñoz.



Sala de la Comisión, a 21 de junio de 2001.













































NORA VILLAVICENCIO GONZALEZ

					Secretario
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�RESEÑA



I.- BOLETIN Nº: 2.470-14



II.- MATERIA: Proyecto de ley que modifica el decreto con fuerza de ley Nº 458, de 1975, Ley General de Urbanismo y Construcciones, con el objeto de establecer la obligación de revisar el proyecto de cálculo estructural.



III.- ORIGEN: Moción.



IV.- TRAMITE CONSTITUCIONAL: Segundo trámite constitucional.



V.- INICIO TRAMITACION EN EL SENADO: 8 de agosto de 2.000.



VI.- TRAMITE REGLAMENTARIO: Primer informe.



VII.- URGENCIA: No tiene.



VIII.- LEYES QUE SE MODIFICAN O QUE SE RELACIONAN CON LA MATERIA: Decreto con Fuerza de Ley Nº 458, de 1975, Ley General de Urbanismo y Construcciones, y Ordenanza General de Construcciones y Urbanización.



IX.- ESTRUCTURA DEL PROYECTO PROPUESTO: Consta de un artículo único permanente, que se compone de dos numerales; y uno transitorio.



X.- PRINCIPALES OBJETIVOS DEL PROYECTO PROPUESTO POR LA COMISION:



Establecer que los propietarios que soliciten un permiso de construcción para edificios de uso público y edificaciones que determine la Ordenanza General, deberán contratar la revisión del proyecto de cálculo estructural por parte de un tercero, independiente del profesional u oficina que haya realizado el respectivo proyecto. Este profesional deberá estar inscrito en un registro que para estos efectos mantendrá el Ministerio de Vivienda y Urbanismo, el que podrá encomendarlo al Instituto de la Construcción.



XI.- NORMAS DE QUORUM ESPECIAL: No hay.



XII.- ACUERDOS:  Aprobado en general y en particular por la unanimidad

de los miembros presentes de la Comisión (3x0 y 4x0, respectivamente).





NORA VILLAVICENCIO GONZALEZ

					Secretario



Valparaíso, a 21 de junio de 2001.

_
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DIRECTORIO DE ACREDITACIÓN

Y CERTIFICACION DE COMPETENCIAS
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-COLEGIOS PROFESIONALES

- UNIVERSIDADES



DEFINIR COMPETENCIA (conocimientos, aptitudes, habilidades)

TÉCNICAS QUE DEBE CUMPLIR EL PROFESIONAL COMPETENTE Y FORMAS DE EVALUACIÓN DE PROFESIONAL CERTIFICADOR Y REVISOR DE CÁLCULO.





Hacer revisar su

proyecto de cálculo



5 años



En el caso de que no concrete opción de estar certificado ni utilice servicios de revisor, el calculista tendrá responsabilidad mayor.
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